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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a tres de junio de dos mil veintiséis.                  
[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 08445/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por un particular, en lo sucesivo El Recurrente, en contra de la respuesta de la Oficialía Mayor, en lo subsecuente El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución. 

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O
PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha cuatro de junio de dos mil veinticinco, El Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00164/OFICIALIA/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente: 
“Tal como me refirió la Dirección General de Tesorería, la información que se solicita en esta bajo resguardo del Archivo General del Poder Ejecutivo, debido a que fue enviada por dicha Dirección General de Tesorería al departamento del Archivo de Concentración del citado Archivo General del Poder Ejecutivo, mediante oficios firmados por el Director General de Tesorería, con números 207051A00000000/365/2022 de fecha 10 de noviembre del 2022; 207051A00000000/298/2022 de fecha 25 de agosto de 2022; 207051A00000000/254/2023 de fecha 23 de junio de 2023; 207051A00000000/255/2023 de fecha 23 de junio de 2023. Por tanto, en atención a que el Departamento de Archivo de Concentración tiene la información antes referida, se solicita a esa instancia que proporcione lo siguiente: A) Todos y cada uno de los oficios de solicitud de cheques de las gratificaciones 2016, 2017, 2018, 2019 y 2020, por medio de los cuales se solicita que sean proporcionados cheques de gratificaciones para entregar a los servidores públicos en esos años 2016, 2017, 2018, 2019, 2020, 2021 y 2022, oficios que tienen como destinatario al Director General de Tesoreria de la Secretaria de Finanzas (se anexa oficios de ejemplo 20706004A-1990/2021 de fecha 10 de diciembre de 2021; 20706004A-2023/2021 de fecha 21 de diciembre de 2021 20706004A-2030/2021 de fecha 23 de diciembre de 2021; 20706004A-2160/2022 de fecha 07 de diciembre de 2022) B) Oficios por los cuales se hace entrega de los cheques de gratificación de fin de año de los años 2016, 2017, 2018, 2019 a servidores públicos del sector central del poder ejecutivo los cuales fueron emitidos por el Cajero General de Gobierno y dirigidos a la Dirección General de Personal de la Secretaria de Finanzas ( se anexan oficios de ejemplo número 20705101000000L/1172/2020 de fecha 16 de diciembre de 2020; 20705101000000L/1186/2020 de fecha 21 de diciembre de 2020; 20705101000000L/1190/2020 de fecha 23 de diciembre de 2020; 20705101000000L/1191/2020 de fecha 23 de diciembre de 2020; 20705101000000L/1201/2021 de fecha 16 de diciembre de 2021; 20705101000000L/1218/2021 de fecha 23 de diciembre de 2021; 20705101000000L/1219/2021 de fecha 23 de diciembre de 2021; 20705101000000L/910/2022 de fecha 14 de diciembre de 2022.) De lo anterior, por favor se solicita también la documentación que se halla anexado a los oficios antes señalados como los formatos de requerimiento, petición o solicitud de gastos a comprobar y/o el nombre que tenga. Eso lo solicito ya que mi ex marido me refiere que no le fueron entregados cheques en esos años y comenta que no iba incluido su nombre en la solicitud de cheques, y actualmente en el juzgado familiar me piden comprobar que si se los entregaron, por lo cual al ser una información pública el dinero que le entregan a los servidores publicos, agradezco su apoyo para mi y mi menor hija. En el caso de que esos listados y oficios tengan datos de personales, solicito la versión publica de los mismos” (Sic)
Adjuntando el documento electrónico “anexo solicitud oficialia mayor.pdf”, mismo que será materia de análisis en el considerando respectivo. 
Modalidad de entrega: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
En el expediente electrónico SAIMEX, se aprecia que el veinticinco de junio de dos mil veinticinco, El Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información en los siguientes términos:
“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:
Al respecto, se hace de conocimiento de la persona solicitante que este Archivo General del estado de México no es competente para dar respuesta a a persona solicitante, toda vez que tanto el extinto Archivo General del Poder Ejecutivo como el actual Archivo General del Estado de México, tuvo y tiene como una contribución principal el recibir, custodiar y conservar lo que las áreas productoras de la información del Poder Ejecutivo le envían, asimismo, y de conformidad con el artículo32 de la Ley de Archivos y Administración de Documentos del Estado de México y Municipios, señala que es responsabilidad de las unidades administrativas que transfieren sus expedientes de trámite concluido a un archivo de concentración proporcionar la información contenida en ellos, por tanto el Archivo General al no ser productor de los documentos, desconoce el contenido o asuntos de los documentos que integran los expedientes que le son entregados para su custodia” (Sic)
Adjuntando para tal efecto los documentos electrónicos “DGPPD_50.pdf” y “Scan 25 jun 25 19-32-34.pdf”, cuyo contenido será materia de análisis en el considerando respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por El Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso recurso de revisión, en fecha diez de julio de dos mil veinticinco, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente 08445/INFOEM/IP/RR/2025, en el cual arguye las siguientes manifestaciones: 
 Acto impugnado:
“Respuesta a la solicitud de información” (Sic)
Razones o motivos de la inconformidad:
“La dependencia niega la información a pesar de que esta bajo su resguardo” (Sic)

CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del arábigo 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha catorce de julio de dos mil veinticinco, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado. 

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Así, en la etapa de instrucción, de las constancias que obran en los expedientes electrónicos de los recursos de revisión se advierte que El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha seis de agosto de dos mil veinticinco, mismo que fue puesto a la vista el once de agosto de dos mil veinticinco. 
Por lo cual se decretó instrucción con fecha veintiséis de agosto de dos mil veinticinco, en términos del artículo 185 Fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto. 

El día tres de septiembre de dos mil veinticinco, con fundamento en el artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se amplió por un periodo de quince días, el plazo para resolver el citado medio de impugnación, con el fin de contar con los elementos suficientes para proponer al Pleno de este Instituto la resolución que en derecho corresponda. 

C O N S I D E R A N D O 
PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios. 

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. Cuestiones de previo y especial pronunciamiento.  
El Recurso de Revisión en estudio contiene los elementos normativos de validez exigidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establecidos en el artículo 180 que enuncia:
“Artículo 180. El recurso de revisión contendrá:
I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solicitud;
II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;
III. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso;
IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta;
V. El acto que se recurre;
VI. Las razones o motivos de inconformidad;
VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, en el caso de respuesta de la solicitud; y
VIII. Firma del recurrente, en su caso, cuando se presente por escrito, requisito sin el cual se dará trámite al recurso.
Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto.
En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto.
En caso de que el recurso se interponga de manera electrónica no será indispensable que contengan los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, VII y VIII.” [Sic] 

Cabe señalar que El Recurrente ejerció de manera anónima su derecho de acceso a la información pública, sin embargo, no es motivo para desechar las solicitudes de acceso a la información pública conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que señala lo siguiente:
“Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante.” [Sic]

Robusteciendo lo anterior se encuentra lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A, fracciones III y IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5 párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se establece lo siguiente:
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
“Artículo 6°.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.
(…)
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
(…)
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos. 
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.” [Sic]

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- En el Estado de México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las leyes que de ésta emanen, por lo que gozarán de las garantías para su protección, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece.
(…)
Toda persona en el Estado de México, tiene derecho al libre acceso a la información plural y oportuna, así como a buscar recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.
 (…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
(...)
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
(…)
VIII. El Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. (…)” [Sic]

Por otra parte, del contenido del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se destaca lo siguiente:
“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.” [Sic]

Por lo cual, de una interpretación sistemática, conforme y progresiva del derecho humano de acceso a la información pública se aprecia que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, deberá tener acceso a la información pública, es decir, dicho derecho fundamental exime a quien lo ejerce, de acreditar su legitimación en la causa o su interés en el asunto, lo que permite la posibilidad de que, incluso, la solicitud de acceso a la información pueda ser anónima o no contener un nombre que identifique al solicitante o que permita tener certeza sobre su identidad. En conclusión, se cubrieron los requisitos de procedencia y procedibilidad y conforme a las constancias que obran en el expediente.

CUARTO. Estudio y resolución del asunto 	
El análisis del  presente recurso, se basará en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local. 
En este tenor, es necesario subrayar que el derecho de acceso a la información pública implica que cualquier persona conozca la información contenida en los documentos que se encuentren en los archivos de los sujetos obligados, conforme a los artículos 4, 12, 24 último párrafo y 160 de la Ley local en la materia, que a la letra citan:
“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.
Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones. 
(…)
Artículo 24. 
(…)
Los sujetos obligados solo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones.”
(…)
Artículo 160. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se  encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.
En caso que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en formatos abiertos.”[Sic]

Así que la obligación de los Sujetos Obligados de dar acceso a la información pública que generen, administren o posean, se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar que ésta se localice, de acuerdo a lo señalado por el artículo 166 de la Ley local en la materia, que se reproduce de la siguiente forma:
“Artículo 166. La obligación de acceso a la información pública se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar en el que ésta se localice.” [Sic]
[bookmark: _Hlk214533621]
En una aproximación inicial, con relación a la solicitud de información 00164/OFICIALIA/IP/2025, se desprenden las siguientes consideraciones: 
· Que el derecho de acceso a la información pública estriba en la prerrogativa de carácter constitucional que reconoce la potestad de los ciudadanos para solicitar soportes documentales generados, poseídos o administrados por los Sujetos Obligados. 

· Que, de una interpretación literal a la solicitud de información, se advierte que fueron formulados 3 -tres- requerimientos.

· Que, respecto de los requerimientos formulados, el particular delimitó la temporalidad expresamente. 

· Que con relación al extracto de la solicitud de información referente a “Eso lo solicito ya que mi ex marido me refiere que no le fueron entregados cheques en esos años y comenta que no iba incluido su nombre en la solicitud de cheques, y actualmente en el juzgado familiar me piden comprobar que si se los entregaron, por lo cual al ser una información pública el dinero que le entregan a los servidores publicos, agradezco su apoyo para mi y mi menor hija. En el caso de que esos listados y oficios tengan datos de personales, solicito la versión publica de los mismos” se estiman manifestaciones subjetivas ya que el derecho de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad, interés jurídico o incluso su finalidad.
Dichas precisiones, con fundamento en los artículos 13 y 181 cuarto párrafo de la Ley en materia, los cuales a la letra rezan: 
“Artículo 13. El Instituto, en el ámbito de sus atribuciones, deberá suplir cualquier deficiencia para garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información.
Artículo 181. … 
Durante el procedimiento deberá aplicarse la suplencia de la queja a favor del recurrente, sin cambiar los hechos expuestos, asegurándose de que las partes puedan presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y motiven sus pretensiones.” [Sic]

Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos formulados por la ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que versa en conocer la siguiente información:
1. Oficios vinculados con la solicitud de cheques de las gratificaciones para entregar a servidores públicos, dirigidos al director general de Tesorería de la Secretaría de Finanzas, de los años 2016, 2017, 2018, 2019, 2020, 2021 y 2022. 
2. Oficios vinculados con la entrega de cheques de gratificación a servidores públicos de sector central del Poder Ejecutivo, emitidos por el cajero general de gobierno, dirigidos a la dirección general de personal de la Secretaría de Finanzas, de los años 2016, 2017, 2018 y 2019. 
3. Formatos de requerimiento, petición, solicitud de gastos a comprobar u otros documentos que figuren como anexos de los oficios referidos en los puntos 1 y 2. 

Adjuntando el siguiente documento electrónico:
a) “anexo solicitud oficialía mayor.pdf”: Compila los siguientes oficios:
· Oficio número 20705000000000L/068/2025 signado por el subsecretario de tesorería, dirigido al encargado de despacho de la UIPPE y transparencia de la secretaría de Finanzas, de fecha seis de marzo de dos mil veinticinco, en seguimiento a la solicitud de información 00128/SF/IP/2025 realiza la siguiente manifestación:
“Dando respuesta a lo anterior, a través del oficio número 207051ª00000000/119/2025, mediante el cual, la Directora General de Tesorería, informa que realizó una búsqueda en los archivos de la Dirección, manifestando que la información anterior al año 2021, ya que fue enviada al archivo de concentración, para ello anexa copia de los oficios de remisión al archivo” (Sic) 

· Oficio número 207051A00000000/365/2022 signado por el director general de tesorería, dirigido al jefe del departamento de archivo de concentración, de fecha diez de noviembre de dos mil veintidós, en términos generales solicita la recepción de documentación de trámite concluido correspondiente al año 2017 y remite inventario de transferencia primaria de expedientes. 

· Oficio número 207051A00000000/298/2022 signado por el director general de tesorería, dirigido a la jefa del archivo general del poder ejecutivo, de fecha veinticinco de agosto de dos mil veintidós, en términos generales solicita la recepción de documentación de trámite concluido correspondiente al año 2018 y remite inventario de transferencia primaria de expedientes. 

· Oficio número 207051A00000000/254/2023 signado por el director general de tesorería, dirigido al jefe del departamento de concentración, de fecha veintitrés de junio de dos mil veintitrés, en lo medular solicita la recepción de documentación de trámite concluida generada por la dirección general de tesorería de la Secretaría de Finanzas durante el año dos mil diecinueve. 

· Oficio número 207051A00000000/255/2023 signado por el director general de tesorería, dirigido a la jefa del departamento de archivo de concentración, de fecha veintitrés de junio de dos mil veintitrés, solicita la recepción de documentación de trámite concluida correspondiente al año dos mil veinte. 

· Oficio número 20705101000000L/1172/2020 signado por el cajero general de gobierno, dirigido al director general de personal, de fecha dieciséis de diciembre de dos mil veinte, refiere adjuntar 27675 cheques correspondientes a la “Gratificación de fin de año 2020 Sector Central”.

· Oficio número 20705101000000L/1186/2020 signado por el cajero general de gobierno, dirigido al director general de personal, de fecha veintiuno de diciembre de dos mil veinte, refiere adjuntar 24 cheques correspondientes a la “Gratificación de Fin de Año 2020 Sector Central”

· Oficio número 20705101000000L/1190/2020 signado por el cajero general de gobierno, dirigido al director general de personal, de fecha veintitrés de diciembre de dos mil veinte, refiere adjuntar un cheque correspondiente a la “Gratificación de Fin de Año 2020 Sector Central”

· Oficio número 20705101000000L/1191/2929 signado por el cajero general de gobierno, dirigido al director general de personal, de fecha veintitrés de diciembre de dos mil veinte, refiere adjuntar un cheque correspondiente a la “Gratificación de Fin de Año 2020 Sector Central”.

· Oficio número 20706004A-1990/2021 signado por el director general de personal, dirigido al director general de tesorería, de fecha diez de diciembre de dos mil veintiuno, solicita la emisión de 27743 cheques por un importe total de $352,301,415.62 (trescientos cincuenta y dos millones trescientos unos mil cuatrocientos quince pesos 62/100 M.N.) por concepto de gratificación 2021 sector central. 

· Oficio número 20705101000000L/1201/2021 signado por el cajero general de gobierno, dirigido al director general de personal, de fecha dieciséis de diciembre de dos mil veintiuno, refiere adjuntar 27,743 cheques correspondientes a la “Gratificación de Fin de Año 2021 Sector Central” 

· Oficio número 20706004A-2023/2021 signado por el director general de personal, dirigido al director general de tesorería, de fecha veintiuno de diciembre de dos mil veintiuno, solicita la emisión de 3 cheques por concepto de “Gratificación de fin de año 2021 sector central”

· Oficio número 20705101000000L/1218/2021 signado por el cajero general de gobierno, dirigido al director general de personal, de fecha veintitrés de diciembre de dos mil veintiuno, refiere adjuntar tres cheques correspondientes a la “Gratificación de Fin de Año 2021 Sector Central”

· Oficio número 20706004A-2030/2021 signado por el director general de personal, dirigido al director general de tesorería, de fecha veintitrés de diciembre de dos mil veintiuno, solicita la emisión de un cheque correspondiente a la “Gratificación de Fin de Año 2021 Sector Central”. 

· Oficio número 20705101000000L/1219/2021 signado por el cajero general de gobierno, dirigido al director general de personal, de fecha veintitrés de diciembre de dos mil veintiuno, refiere adjuntar un cheque correspondiente a la “Gratificación de Fin de Año 2021 Sector Central”. 

· Oficio número 20706004A-2160/2022 signado por el director general de personal, dirigido al director general de tesorería, de fecha siete de diciembre de dos mil veintidós, solicita la emisión de 27,673 cheques por concepto de “Gratificación de Fin de Año 2022 Sector Central”. 

· Oficio número 20705101000000L/910/2022 signado por el cajero general de gobierno, dirigido al director general de personal, de fecha catorce de diciembre de dos mil veintidós, refiere adjuntar 27673 cheques correspondientes a la “Gratificación de Fin de Año 2022 Sector Central” 

Bajo este contexto, a efecto de identificar las unidades administrativas competentes e ilustrar sus atribuciones, resulta oportuno traer a colación los artículos 24, fracción XII y 92, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dispositivos jurídicos que disponen a la literalidad lo siguiente: 
“Artículo 24. Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos obligados deberán cumplir con las siguientes obligaciones, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza:
XII. Publicar y mantener actualizada la información relativa a las obligaciones generales de transparencia previstas en la presente Ley o determinadas así por el Instituto, y en general aquella que sea de interés público;
Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
II. Su estructura orgánica completa, en un formato que permita vincular cada parte de la estructura, las atribuciones y responsabilidades que le corresponden a cada servidor público, prestador de servicios profesionales o miembro de los sujetos obligados, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; (…)” (Sic)


A mayor abundamiento, en alusión a la normatividad previamente plasmada, sirven de sustento las siguientes imágenes ilustrativas, correspondientes al organigrama del Sujeto Obligado:

[image: ]

[image: ][image: ]
De lo expuesto con anterioridad, se desprende que El Sujeto Obligado se auxilia de diversas Direcciones, Subdirecciones, Departamentos y Unidades Administrativas para cumplir con sus fines y objetivos, resultando de nuestro más amplio interés la Dirección General del Archivo General del Estado de México, así como la Dirección General de Personal.    
En virtud de lo anterior, resulta oportuno traer a colación los artículos 58 y 59 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México; el apartado 23400004000000L “Dirección General de Personal” del Manual General de Organización de la Oficialía Mayor; que disponen a la literalidad lo siguiente:
LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO
“Artículo 58. La Oficialía Mayor es la encargada de planear, organizar, normar y dirigir la administración y desarrollo de los recursos humanos, materiales y servicios para el apoyo administrativo y tecnológico que requieran las dependencias del Poder Ejecutivo del Estado.
Artículo 59. La Oficialía Mayor contará con las siguientes atribuciones:
(…)
II. Instrumentar y vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales de carácter administrativo, laboral, tecnológico y de manejo de información, así como las demás de su ramo, aplicables en el Estado;
(…)
IV. Proyectar y calcular el gasto anual requerido para las dependencias, por concepto de servicios personales, materiales, servicios y de inversión pública para someterlo a consideración de la persona titular del Poder Ejecutivo del Estado, que se entregará a la Secretaría de Finanzas para su incorporación en el Proyecto de Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de México, con apego a los principios constitucionales de eficiencia, eficacia, economía, transparencia, honradez;
(…)
XXVI. Administrar el Archivo General del Poder Ejecutivo, así como los talleres gráficos del Estado;
(…)” (Sic) 

MANUAL GENERAL DE ORGANIZACIÓN DE LA OFICIALÍA MAYOR
“23400004000000L DIRECCIÓN GENERAL DE PERSONAL
FUNCIONES:
2. Elaborar las disposiciones procedimentales, así como planear y coordinar la operación y control del Sistema de Nómina del Sector Central del Poder Ejecutivo y someterlas a la autorización de la persona titular de la Oficialía Mayor para su implementación.
(…)
5. Emitir los lineamientos para la aplicación en el Sistema de Nómina del Sector Central del Poder Ejecutivo, de los estímulos y sanciones económicas a las personas servidoras públicas, de conformidad con las disposiciones legales vigentes y el Manual de Normas y Procedimientos de Desarrollo y Administración de Personal, previa autorización de la persona titular de la Oficialía Mayor.
(…)” (Sic)

Bajo este contexto, a toda luz se desprende que la dirección general de personal tiene competencia en materia del sistema de nómina, pago de estímulos, aplicación de sanciones económicas, entre otras. En contraste, la Dirección General del Archivo del Estado de México vigila el cumplimiento y la aplicación de las normas, políticas, lineamientos, criterios técnicos y procedimientos en materia de gestión documental y administración de archivos. 
Bajo este contexto, en términos de los numerales 18 y 19 de la Ley de Transparencia local existe obligación de documentar actos de autoridad, así como una presunción de existencia de la información cuando se refiera a las atribuciones de los sujetos obligados, porciones normativas que disponen a la literalidad lo siguiente: 
“Artículo 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen. 
Artículo 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. 
En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven tal circunstancia. 
Si el sujeto obligado, en el ejercicio de sus atribuciones, debía generar, poseer o administrar la información, pero ésta no se encuentra, el Comité de transparencia deberá emitir un acuerdo de inexistencia, debidamente fundado y motivado, en el que detalle las razones del por qué no obra en sus archivos.” (Sic)

Una vez sentado lo anterior, como se mencionó en el antecedente segundo, El Sujeto Obligado en fecha veinticinco de junio de dos mil veinticinco, rindió su respuesta a la solicitud de información en los siguientes términos:
a) “DGPPD_50.pdf”: Oficio número 234B020102000L/050/2025 signado por el director de gestión y preservación del patrimonio documental, dirigido al titular de la unidad de transparencia, de fecha doce de junio de dos mil veinticinco, en síntesis, declina competencia e invoca el numeral 32 de la Ley de Archivos y Administración de Documentos del Estado de México y Municipios, que dispone a la literalidad lo siguiente:
“Artículo 32. Las unidades administrativas que transfieran sus Expedientes de Trámite concluido a un Archivo de Concentración seguirán manteniendo la responsabilidad de proporcionar la información contenida en ellos cuando les sea requerida, en los términos que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables, hasta que concluya su conservación precaucional, se proceda a su eliminación por carecer de valores secundarios o se disponga su Transferencia al Archivo Histórico” (Sic)

b) “Scan 25 jun 25 19-32-34.pdf”: Oficio número 234A00000/UT-0497/2025 signado por el titular de la unidad de transparencia, dirigido al solicitante, de fecha veinticinco de junio de dos mil veinticinco, refiere adjuntar oficio emitido por el servidor público habilitado estimado competente. 

[bookmark: _Hlk216096803]De ahí que deba arribarse a la premisa de que El Sujeto Obligado fundamento su incompetencia con base en el artículo 32 de la Ley de Archivos y Administración de Documentos del Estado de México y Municipios, porción normativa respecto de la cual se infiere que, aunque una unidad administrativa transfiera sus expedientes concluidos al archivo de concentración, sigue teniendo responsabilidad sobre la información contenida en esos documentos mientras dure su periodo de conservación.
Dicho en otras palabras, con base en un argumento interpretativo se arriba a las siguientes inferencias: 
	UNIDAD ADMINISTRATIVA (GENERADORA DE LA INFORMACIÓN)
	TITULAR DEL ARCHIVO DE CONCENTRACIÓN

	· Preserva la continuidad en el derecho de acceso a la información pública
· Fomenta la responsabilidad institucional
· Promueve una adecuada gestión documental y archivística 
· Atiende solicitudes, aclaraciones o requerimientos 
	· Resguarda los expedientes
· Controla prestamos y localización de documentos
· Aplica procesos archivísticos 
· Custodia, organiza, conserva y administra la información 



Por ello, la postura adoptada no es susceptible de generar certeza jurídica al particular, al partir de la premisa de declinar competencia sin incluso realizar una búsqueda exhaustiva y razonable. Sobre esta situación, la Ley de Transparencia estatal prevé en su artículo 167, lo siguiente:
“Artículo 167. Cuando las unidades de transparencia determinen la notoria incompetencia por parte de los sujetos obligados, dentro del ámbito de aplicación, para atender la solicitud de acceso a la información, deberán comunicarlo al solicitante, dentro de los tres días hábiles posteriores a la recepción de la solicitud y, en su caso orientar al solicitante, el o los sujetos obligados competentes.
Si los sujetos obligados son competentes para atender parcialmente la solicitud de acceso a la información, deberá dar respuesta respecto de dicha parte. Respecto de la información sobre la cual es incompetente se procederá conforme lo señala el párrafo anterior.
Si transcurrido el plazo señalado en el primer párrafo de este artículo, el sujeto obligado no declina la competencia en los términos establecidos, podrá canalizar la solicitud ante el sujeto obligado competente.” (Sic)

Del artículo en cita se desprenden las siguientes premisas:
· Que en los supuestos en los que las unidades de transparencia determinen una notoria incompetencia, esta situación se deberá hacer del conocimiento del Recurrente en un término de tres días hábiles posteriores al ingreso de la solicitud y, de ser posible, orientarlo para que dirija su solicitud ante el sujeto obligado competente.
· Que si los sujetos obligados están facultados parcialmente para atender la solicitud están constreñidos a atender dicha parte y notificar la incompetencia en los términos señalados.
· Que una vez transcurridos los tres días establecidos y el sujeto obligado no ha declinado la competencia, puede canalizar la solicitud ante el sujeto obligado competente; empero, esto es potestativo.

En ese sentido, dicho artículo indica a los sujetos obligado el procedimiento que deben seguir en los supuestos en los que la incompetencia sea notoria o se trate de una incompetencia parcial; sin embargo, conviene resaltar el significado de «notorio», el cual el Diccionario de la Real Academia Española[footnoteRef:1] determinó lo siguiente: [1:  Consultado en https://dle.rae.es/notorio ] 

“notorio, ria
Del bajo latín notorius.
1. adj. Público y sabido por todos.
2. adj. Claro, evidente.
3. adj. Importante, relevante o famoso.” (Sic)

Así, la segunda acepción de notorio es lo que resulta claro y evidente, por lo que se estima que existe una laguna legal debido a que la Ley de Transparencia Local no establece qué se debe llevar a cabo cuando la incompetencia no sea notoria, o bien cuando existan facultades concurrentes entre dos o más sujetos obligados para generar la información solicitada por los particulares.
Ante dicha laguna, el Pleno del Instituto realizó una interpretación a lo dispuesto en los artículos 49 fracción II y 167 de la Ley de la materia y se emitió el criterio reiterado 01/19, en el que se estableció lo siguiente:
“DECLARATORIA DE INCOMPETENCIA DEL SUJETO OBLIGADO. SUPUESTO PARA CONFIRMARLA POR ACUERDO DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA.
El Sujeto Obligado deberá dar el trámite correspondiente a la solicitud de información a efecto de realizar un análisis minucioso de las facultades, competencias o funciones de cada una de las Unidades Administrativas que lo integran y, si posterior a ello, se corrobora la incompetencia para la atención del requerimiento, en razón de que es otro el Sujeto Obligado poseedor de la documentación, corresponde a su Comité de Transparencia confirmar la declaratoria de incompetencia y notificarle dicha determinación al particular, en términos de lo dispuesto en el artículo 49, fracción II de la Ley de Transparencia Local, al ser este el acto jurídico idóneo que genera seguridad jurídica de que el Ente ante quien se presentó la solicitud, carece de facultades, competencias o funciones para poseer o generar la información requerida; lo anterior, sin perjuicio de que pueda gestionar la colaboración de otro Sujeto Obligado competente para atender la solicitud.” (Sic)

Asimismo, se determinó viable adoptar el criterio con clave de control SO/002/2020 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), que a la letra estipula lo siguiente:
“DECLARACIÓN DE INCOMPETENCIA POR PARTE DEL COMITÉ, CUANDO NO SEA NOTORIA O MANIFIESTA.  
Cuando la normatividad que prevé las atribuciones del sujeto obligado no sea clara en delimitar su competencia respecto a lo requerido por la persona solicitante y resulte necesario efectuar un análisis mayor para determinar la incompetencia, ésta debe ser declarada por el Comité de Transparencia.” (Sic)

Así, del contenido de ambos criterios se ha concluido que es necesario que los sujetos obligados hagan entrega del acuerdo que emitan sus Comités de Transparencia mediante los cuales se confirme la declaratoria de incompetencia, con la finalidad de que, ante la incertidumbre derivada de que dicha incompetencia no es clara, evidente o notoria, los sujetos obligados hagan entrega de un documento con el que se determine que no cuentan con las atribuciones para generar, poseer o administrar lo requerido por los solicitantes, esto con apego al el principio de certeza establecido en el artículo 9 fracción I de la Ley estatal.
Cabe señalar que este Instituto también ordenaba la entrega del acuerdo del Comité de Transparencia también se ordena cuando los sujetos obligados no hacen del conocimiento la incompetencia dentro del término de tres días establecido en el artículo 167 referido anteriormente; no obstante, dado que la Ley de la materia no establece expresamente qué se debe realizar ante dicha situación, se estima innecesario continuar con el criterio de ordenar la entrega del acuerdo del Comité de Transparencia cuando los sujetos obligados rebasen los tres días y la incompetencia sea notoria, puesto que ordenar a los sujetos obligados emitir dicho acuerdo implica una carga a las autoridades en virtud de que la incompetencia ya fue declarada y ésta es clara y evidente.
En conclusión, se estima que el acuerdo del Comité de Transparencia sólo debe ser ordenado cuando la incompetencia no sea notoria, o bien, cuando mediante el estudio correspondiente del caso en concreto se determine que existen facultades concurrentes entre dos o más sujetos obligados para generar, poseer o administrar la información solicitada.
De esta manera, en el caso en particular, se estima que la postura adoptada por El Sujeto Obligado no es susceptible de colmar el derecho de acceso a la información pública, al tomar en consideración que la información requerida se traduce en concurrencia de facultades, es decir, puede ser requerida de forma indistinta a uno o varios sujetos obligados inmersos en el orden de gobierno federal o estatal. 
Lo anterior, al tomar en consideración que el artículo 32 de la Ley de Archivos y Administración de Documentos del Estado de México y Municipios dispone que las unidades administrativas que transfieran sus Expedientes de Trámite concluido a un Archivo de Concentración seguirán manteniendo la responsabilidad de proporcionar la información contenida en ellos cuando les sea requerida. Mientras que el titular del Archivo General del Poder Ejecutivo tiene competencia para custodiar, organizar, conservar y administrar la información que le ha sido remitida. Asimismo no se omite mencionar que la dirección general de personal figura como una unidad administrativa que nutre el organigrama de la Oficialía Mayor. 
En virtud de lo anterior, se considera esencial citar el Criterio de Interpretación en el orden administrativo número 0002-11, emitido por Acuerdo del Pleno de este Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México “Gaceta del Gobierno” el diecinueve (19) de octubre de dos mil once, cuyo rubro y texto dispone:
“INFORMACIÓN PÚBLICA, CONCEPTO DE, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 2 2, FRACCIÓN V, XV, Y XVI, 32, 4,11 Y 41. 
De conformidad con los artículos antes referidos, el derecho de acceso a la información pública, se define en cuanto a su alcance y resultado material, el acceso a los archivos, registros y documentos públicos, administrados, generados o en posesión de los órganos u organismos públicos, en virtud del ejercicio de sus funciones de derecho público, sin importar su fuente, soporte o fecha de elaboración.
En consecuencia el acceso a la información se refiere a que se cumplan cualquiera de los siguientes tres supuestos:
1) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea generada por los Sujetos Obligados;
2) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea administrada por los Sujetos Obligados, y
3) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados.
Precedentes:
· 00995/ITAIPEWIP/RR/A/2009. Universidad Autónoma del Estado de México. Sesión 3 de junio de 2009. Por Unanimidad. Comisionado Federico Guzmán Tamayo.
· 02360/ITAIPEWIP/RR/A/2009. Ayuntamiento de Nezahualcóyotl Sesión 3 de febrero de 2010. Por Unanimidad de los presentes. Comisionado Federico Guzmán Tamayo.
· 01498/INFOEM/IP/RR/2010. Ayuntamiento de Nicolás Romero Sesión 12 de enero de 2011. Por Unanimidad. Comisionada Myrna Araceli García Morón.
· 01402/INFOEWIP/RR/2011. Ayuntamiento de Ecatepec de Morelos. Sesión 9 de junio de 2011. Por Unanimidad. Comisionada Miroslava Carrillo Martínez.
· 01556/INFOEM/IP/RF4/2011, Ayuntamiento de Nezahualcóyotl. Sesión 11 Agosto 2011. Por Mayoría de 4 Votos a 1. Comisionado Rosendoevgueni Monterrey Chepov.” (Sic)

Es así como, derivado de la respuesta emitida por El Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso el recurso de revisión registrado con el número 08445/INFOEM/IP/RR/2025, inconformándose sustancialmente en los siguientes términos:
Acto impugnado:
“Respuesta a la solicitud de información” (Sic)
Razones o motivos de la inconformidad:
“La dependencia niega la información a pesar de que esta bajo su resguardo” (Sic)

Es decir, los actos impugnados y las razones o motivos de inconformidad son susceptibles de actualizar las hipótesis previstas en el artículo 179 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, cuyo contenido literal es el siguiente:
“Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:
I. La negativa a la información solicitada
(…)” (Sic) 

Por otra parte, como fue referido en el antecedente quinto, El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en los siguientes términos:
A. “Informe Justificado 00164.pdf”: Oficio número 234A00000/UT-602-2025 signado por el titular de la unidad de transparencia, dirigido al comisionado presidente, de fecha cuatro de agosto de dos mil veinticinco, en lo medular ratifica la declinación de competencia a favor de la dependencia que funge como generadora de la información. 

Hasta aquí lo expuesto, en el caso en particular resulta óbice mencionar que mediante etapa de manifestaciones no se subsanó la violación al derecho de acceso a la información pública, al ratificar la incompetencia. Resultando necesario realizar una búsqueda exhaustiva, a efecto de hacer entrega en versión pública de ser procedente, respecto de la siguiente información:
· Oficios vinculados con la solicitud de cheques de las gratificaciones para entregar a servidores públicos, dirigidos al director general de Tesorería de la Secretaría de Finanzas, de los años 2016, 2017, 2018, 2019, 2020, 2021 y 2022. 
· Oficios vinculados con la entrega de cheques de gratificación a servidores públicos de sector central del Poder Ejecutivo, emitidos por el cajero general de gobierno, dirigidos a la dirección general de personal de la Secretaría de Finanzas, de los años 2016, 2017, 2018 y 2019. 
· Formatos de requerimiento, petición, solicitud de gastos a comprobar u otros documentos que figuren como anexos de los oficios referidos en los primeros dos puntos.  

Ahora bien, con relación a la materia de cumplimiento, se destaca que el derecho de acceso a la información excluye la obligación de generar, documentos, procesar información o incluso generar soportes documentales encauzados a atender la pretensión de los particulares, es decir no tiene obligación de documentos para colmar la pretensión del particular. 
Robustece lo anterior, el criterio 03-17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales cuyo rubro y texto dispone a la literalidad los siguiente: 
“NO EXISTE OBLIGACIÓN DE ELABORAR DOCUMENTOS AD HOC PARA ATENDER LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.
Resoluciones:
RRA 0050/16. Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 13 julio de 2016. Por unanimidad. Comisionado Ponente: Francisco Javier Acuña Llamas.
RRA 0310/16. Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 10 de agosto de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Areli Cano Guadiana.
RRA 1889/16. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 05 de octubre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente. Ximena Puente de la Mora” [Sic]

Luego entonces, para el caso de no contar con la información en razón de que servidores públicos de sector central no hayan recibido pago de gratificación en alguno de los años, mediante cheque por parte del Sujeto Obligado generador de la información, bastará con que lo haga del conocimiento del particular en etapa de cumplimiento.   
Finalmente, al tomar en consideración que la materia de cumplimiento se desprende desde el año 2016, conviene señalar que los soportes generados por los entes públicos se encuentran supeditados a un ciclo vital de los documentos, por ello, una vez que los soportes generados se consideran como trámite concluido, pasan a formar parte del Archivo en Trámite por dos años; concluido el plazo, se transfieren al Archivo de Concentración para mantenerse ahí por un plazo de conservación de conservación precaucional de:
· 6 años para los expedientes con información administrativa. 
· 6 años como mínimo para expedientes con información fiscal y presupuestal contable. 
· 12 años como mínimo para expedientes con información jurídico-legal, obra pública y activo fijo. 

Se comprende entonces que una vez que concluyen dichos periodos, los documentos pueden causar baja documental o bien, formar parte del Archivo Histórico.
En este orden de ideas, una vez realizada la búsqueda exhaustiva y razonable para el caso de no contar con la información por haber causado baja documental, resulta procedente ordenar Acuerdo que emita el Comité de Transparencia por el cual se declare formalmente la inexistencia de la información. 
 DE LA VERSIÓN PÚBLICA 
En la elaboración de la versión pública se deberá considerar lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91 y 132 fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:
“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
(…)
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
(…)
Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
(…)”  (Sic)

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.
Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.
Asimismo, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:
“Quincuagésimo sexto. Cuando la elaboración de la versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, genere costos por reproducción por derivar de una solicitud de información o determinación de una autoridad competente, ésta será elaborada hasta que se haya acreditado el pago correspondiente.
Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los integrantes de los sujetos obligados en los documentos, y sus firmas autógrafas o digitales, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 
Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 
Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas sean irreversibles, de tal forma que no permitan la recuperación o visualización de la misma.” (Sic)

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva.
Por lo que respecta al Acuerdo del Comité de Transparencia que sustente la versión pública de la documentación a entregar, deberá ser notificado mediante el SAIMEX.
En ese tenor y de acuerdo con la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor del Recurrente.
Lo anterior, sólo en caso de advertir información susceptible de clasificar, por ende, resulta necesario que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado emita el Acuerdo de Clasificación correspondiente que sustente la versión pública, el cual deberá cumplir cabalmente las formalidades previstas en el artículo 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como los numerales aplicables de los LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha quince de abril de dos mil dieciséis, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales. 

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan fundados los motivos de inconformidad que arguye El Recurrente en su medio de impugnación que fue materia de estudio, por ello con fundamento en la primera hipótesis de la fracción III, del artículo 186, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se REVOCA la respuesta a la solicitud de información número 00164/OFICIALIA/IP/2025 que ha sido materia del presente fallo. 

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,

S E RESUELVE
PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada por EL SUJETO OBLIGADO, a la solicitud de información número 00164/OFICIALIA/IP/2025 por resultar fundados los motivos de inconformidad que arguye EL RECURRENTE, en términos del considerando CUARTO de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO realizar una búsqueda exhaustiva y razonable a fin de entregar al RECURRENTE, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en versión pública de ser procedente de lo siguiente: 
1) Oficios vinculados con la solicitud de cheques de las gratificaciones para entregar a servidores públicos, dirigidos al director general de Tesorería de la Secretaría de Finanzas, de los años 2016, 2017, 2018, 2019, 2020, 2021 y 2022. 
2) Oficios vinculados con la entrega de cheques de gratificación a servidores públicos de sector central del Poder Ejecutivo, emitidos por el cajero general de gobierno, dirigidos a la dirección general de personal de la Secretaría de Finanzas, de los años 2016, 2017, 2018 y 2019. 
3) Formatos de requerimiento, petición, solicitud de gastos a comprobar u otros documentos que figuren como anexos de los oficios referidos en los puntos 1 y 2. 

Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del recurrente.
[bookmark: _Hlk211857645]Una vez realizada la búsqueda exhaustiva y razonable para el caso de no contar con la información por haber causado baja documental, resulta procedente ordenar Acuerdo que emita el Comité de Transparencia por el cual se declare formalmente la inexistencia de la información. 
En el supuesto de que la información no obre en los archivos del Sujeto Obligado por no haberse generado, poseído o administrado, bastará con que lo haga del conocimiento del particular en etapa de cumplimiento. 

TERCERO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente Resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), al RECURRENTE y hágasele del conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA VIGÉSIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRES DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. 
CCR/JCMA

















Página 1 de 50
Página 14 de 50
image3.png
5o w v (@

« > C

© ipomex.org.mx/ipomex/#/info-fraccion/2/388/20

> Subdireccién de Eventos Especiales
& Departamento de Control de Montajes
& Subdireccién de Servicios de Apoyo Logistico
> Direccién General del Archivo General del Estado de México
& Unidad de Tecnologia de la Informacién y Telecomunicaciones
& Delegacién Administrativa del Archivo General del Estado de México
> Direccién de Normatividad, Desarrollo y Difusién Archivistica
& Subdireccién de Normatividad y Proyectos Archivisticos
& Subdireccién de Profesionalizacién y Desarrollo Archivistico
2 Subdireccién de Difusidn Archivistica
> Direccién de Gestién y Preservacion del Patrimonio Documental

> Subdireccién de Procesos Archivisticos y Correspondencia

(SR

120% €%

«

®

Eal




image1.png
[a]

P

$ O ®

B % o

@ ipomex.org.my/ipomex/#/info-fraccion/2/3;

Oficialia Mayor

n Articulo 92 » Fraccion Il A > Estructura organica

v Consulta de periodos ( Filt | e
anteriores ( litro genera & Descarga
Estructura Orgdnica en Arbol Estructura Organica en Tabla
Contraer Arbol [
> & OFICIALIA

> Oficialia Mayor

® Carrataria Dartirilar





image2.png
- « > C © ipomex.org.mx/ipomex/#/info-fraccion/2/388/20 B % 2%ty Y @ &

kg

) & Coordinacién de Estudios y Proyectos Especiales

© & Coordinacién de Tecnologias de la Informacién y Comunicacién
w

& Coordinacién de Gestién y Control de Formas Valoradas y de Reproduccién Restringida
> Direccién General de Personal
& Unidad de Politicas de Desarrollo y Administracién de Personal
& Delegacién Administrativa DGP
> Direccién de Capital Humano y Escalafén
& Subdireccién de Proceso Escalafonario y Evaluacién del Capital Humano
& Subdireccién de Reclutamiento y Seleccién de Personal
> Direccién Juridica y de Asuntos Laborales
& Subdireccién de Apoyo Juridico y Fiscal

2 Subdireccién de Relaciones Laborales





image4.jpeg
N
[Tnfoem

de Datos. dol Estado de México y





